
Santiago, veinticuatro  de febrero de dos mil veintid s. ó

VISTOS Y TENIENDO PRESENTE: 

PRIMERO: Que,  comparece  don  Carlos  Anabal n  Dolhatz,ó  

abogado en representaci n de la Ilustre Municipalidad de Maip , deduceó ú  

reclamo de ilegalidad en virtud del  art culo 28 de la Ley N  20.285 ení º  

contra del Consejo para la Transparencia. 

Explica  que  el  20  de  abril  de  2021  la  Municipalidad  recibi  dosó  

solicitudes  de  informaci n  p blica  -N  MU163T0006957  yó ú º  

MU163T0006958- requiriendo la n mina de deudores municipales morososó  

en el periodo entre el 01 de enero de 2017 y el 31 de diciembre de 2018 y 

la n mina correspondiente al periodo entre 01 de enero de 2019 y la fechaó  

de ingreso de la solicitud. 

Dichas peticiones fueron analizadas por la Oficina de Transparencia 

Municipal  y  se  determin  no  entregar  la  informaci n  en  virtud  de  loó ó  

dispuesto por el art culo 21 N 2 de la Ley N  20.285, esto es, Cuando laí º º “  

publicidad,  comunicaci n  o  conocimiento  afecte  a  los  derechos  de  lasó  

personas, particularmente trat ndose de seguridad, su salud, la esfera de suá  

vida privada o derechos de car cter comercial o econ mico . á ó ”

En la comunicaci n del 17 de mayo de 2020, enviada al solicitante deó  

la informaci n, se se al : ó ñ ó “Seg n se extrae de la solicitud antes expresada, elú  

requirente  solicita  informaci n  e  individualizaci n  respecto  de  todos  losó ó  

deudores municipales morosos, con expresi n del monto. As  las cosas, y enó í  

virtud de la causal de reserva del art culo 21 N  2 de la Ley N  20.285,í ° °  

dicha informaci n no puede ser entregada puesto que los datos contenidosó  

en  esta  solicitud,  pueden  afectar  tanto  en  su  capacidad  de  operar 

comercialmente como en lo relativo al reconocimiento de su buen nombre o 

prestigio comercial,  en circunstancias que terceros  pueden ser prevenidos 

frente  a  la  situaci n  de  incumplimiento  del  deudor,  encontr ndose  enó á  

consecuencia el municipio, en cuanto organismo  estatal, obligado a cautelar 

los  derechos  de dichas  personas,  quienes  podr an  verse  afectados  por  laí  

divulgaci n de que se trata, ya que como se ha dicho precedentemente, suó  

publicidad, comunicaci n o conocimiento es capaz de afectar los derechosó  

de las personas involucradas, particularmente, de aquellos que inciden en el 

derecho al respeto y protecci n a la vida privada y a la honra de la personaó  

y su familia, el derecho al buen nombre o prestigio comercial y los derechos 

de car cter comercial y econ micos. á ó
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Asimismo se ala que, la informaci n solicitada afecta el derecho a lañ ó  

autodeterminaci n  informativa,  protegida  por  la  Ley  N 19.628.ó º  

Considerando que la calidad de deudor moroso es un dato personal cuyo 

tratamiento,  en  el  caso  del  organismo  p blico,  se  encuentra  autorizadoú  

respecto de materias de su competencia. 

Ante  la  respuesta  de  la  autoridad  Municipal  el  solicitante  de  la 

informaci n, don Felipe Contreras Reyes dedujo los amparos N  C-4147-21ó º  

y C-4148-2021. El 19 de agosto de 2021, la entidad edilicia fue notificada 

de los amparos y se requiri  su informe. ó

El 21 de septiembre de 2021, el Consejo Directivo del Consejo para 

la  Transparencia  acord  acoger  los  amparos  deducidos  por  el  se oró ñ  

Contreras y requerir a la Municipalidad de Maip  para que:  ú “ Entregue al 

reclamante copia de los  documentos que contengan la lista de deudores 

municipales  morosos  correspondientes al  periodo entre el  1 de enero de 

2017, hasta la fecha de ingreso de la solicitud, en formato Excel, con las 

variables de nombre de la persona jur dica en situaci n de mora, RUT deí ó  

la persona jur dica, monto adeudado (en peso chileno), tem o causal de laí í  

deuda,  c digo  o  n mero  de  contrato  (cuando  corresponda),  fecha  deó ú  

adquisici n de la deuda y fecha de prescripci n de la deuda.ó ó ”

Alega  que,  el  Consejo  de  la  Transparencia  ha  efectuado  una 

interpretaci n err nea de las normas aplicables al caso resolviendo de formaó ó  

contraria a la ley. Sostiene que, la informaci n solicitada no resulta factibleó  

entregarla,  precisamente  por  la  circunstancia  de  haberse  obtenido  dicha 

informaci n  de  una  fuente  no  accesible  al  p blico,  el  requerimiento  seó ú  

encuadra dentro del art culo 21 N  2 de la Ley 20.285. y fluye de maneraí °  

natural y l gica la imposibilidad de entregar la informaci n, no tan s lo poró ó ó  

tratarse de datos que no fueron obtenidos a trav s de un sistema de accesoé  

al  p blico,  sino  que  tambi n  y  a  mayor  abundamiento  por  tratarse  deú é  

informaci n que afecta a la reserva contemplada en la Ley 20.285.ó

Refiere que, en el ingreso corte N 4681-2013 la Excelent sima Corteº í  

Suprema acogi  el recurso de queja en contra de la sentencia que rechazó ó 

el reclamo de ilegalidad en un caso id ntico, entre la Municipalidad de Lasé  

Condes y el Consejo para la Transparencia. 

A  mayor  abundamiento,  se ala  que  la  base  de  datos  requeridañ  

constituye una herramienta para la implementaci n de la cobranza de losó  

derechos  de  aseo  u  otros  derechos  morosos,  dando  cumplimiento  a  lo 

dispuesto en el art culo 9 del DL 3063, de 1979, lo que ha de interpretarseí  
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en concordancia con lo dispuesto por el art culo 9 de la Ley 19.628, ení  

orden a que los datos personales deben utilizarse s lo para los fines para losó  

cuales  hubieren  sido  recolectados,  salvo  que  provengan  o  se  hayan 

recolectado de fuentes accesibles al p blico, el cual no es el caso de autos,ú  

donde si bien algunos datos pueden encontrase en tal situaci n, la calidadó “  

de deudor  que une a todos los otros que se requieren no lo est . ” á

Por  otra  parte,  indica  que  el  Consejo  al  resolver  los  amparos 

deducidos  por  el  se or  Contreras,  se al  que  la  causal  de  reserva  delñ ñ ó  

art culo 21 N 2 se encuentra establecida en favor de los terceros interesadosí º  

y el Municipio no entreg  antecedentes suficientes para tener por acreditadaó  

dicha causal. 

Sobre este punto, menciona que si bien la Ley N  20.285, estableceº  

que  en  el  caso  que  el  acceso  solicitado  se  refiera  a  documentos  o 

antecedentes que contengan informaci n de terceros, la autoridad deberó á 

comunicar a las personas por medio de carta certificada la facultad que les 

asiste para oponerse. La oposici n podr  deducirse en un plazo de tres d asó á í  

contados desde la notificaci n, deducida la oposici n el organismo no podró ó á 

entregar la informaci n salvo resoluci n del Consejo. ó ó

Sin embargo, sostiene que el art culo 5 inciso 2 de la Constituci ní ó  

reconoce como l mite a la soberan a el respeto a los derechos esenciales queí í  

emanan de la naturaleza humana, mientras que el n mero 4 del art culo 19ú í  

del  mismo cuerpo  legal,  garantiza  a  todas  las  personas  el  respeto  y  la 

protecci n de la vida privada y la honra de las personas y su familia. ó

En este sentido, argumenta que es deber de todos los rganos deló  

Estado  respetar  y  promover  los  derechos  esenciales,  de  modo  que  la 

actuaci n del Consejo transgrede dicho mandato. ó

Solicita que se acoja el presente recurso y se rechacen los amparos 

deducidos por don Felipe Contreras -C-4147-2021 y C-4148-2021- por no 

cumplir con el est ndar exigido por la Ley N  20.285. á º

SEGUNDO: Que, don David Ibaceta Medina, abogado y Director 

General del Consejo para la Transparencia, evacuando el informe respecto 

del reclamo de ilegalidad deducido por la Municipalidad de Maip  exponeú  

que  la  decisi n  tomada  por  el  Consejo  en  relaci n  con  los  amparosó ó  

deducidos por el se or Contreras se ajustan a toda la legalidad vigente y alñ  

esp ritu del constituyente. í

Adem s, se ala que por otro lado, se ala que al contrario de como loá ñ ñ  

expone la recurrente, la informaci n solicitada tiene el car cter de p blica,ó á ú  
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seg n el art culo 8 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica y los art culosú í ó í ú í  

5, 10 y 11 letra c) de la Ley de Transparencia, pues la informaci n fueó  

elaborada con presupuesto p blico y se encuentra en poder del Municipio.ú  

Por  otro  lado  expone  que  los  datos  forman  parte  de  los  actos 

administrativos por medio de los cuales se otorgan las patentes municipales. 

Argumenta que la informaci n que se encuentra en poder de rganosó ó  

estatales  es por regla general  p blica,  siendo una excepci n el  secreto oú ó  

reserva,  de modo que la aplicaci n de esta excepci n debe ser acotada.ó ó  

Agrega que,  la  Ley de Transparencia es  una expresi n del  principio deó  

apertura  o  transparencia  y  el  principio  de  m xima  divulgaci n,  lo  queá ó  

justifica que la aplicaci n de la aplicaci n de la reserva de informaci n seó ó ó  

haga de forma restrictiva. 

A continuaci n se ala que en la especie, no se configura la causal deó ñ  

secreto  o  reserva  invocada  por  la  Municipalidad  pues  la  informaci nó  

solicitada se refer a a personas jur dicas y no personas naturales. Sobre elí í  

punto se ala que en reiteradas ocasiones, el Consejo ha resuelto que la Leyñ  

de Protecci n de datos se refiere a las personas naturales y no a las personasó  

jur dicas.  Adem s sostiene que no basta con invocar una causal de reserva,í á  

sino que esta debe acreditarse. 

Tambi n afirma que la informaci n solicitada cumple con el est ndaré ó á  

de  inter s  p blico,  puesto  que  la  cantidad  de  deudores  morosos  afectaé ú  

directamente las arcas Municipales. En este sentido, alude que la posibilidad 

de ejercer  un control  ciudadano sobre la  administraci n  de los  recursosó  

prima por sobre los derechos de car cter econ mico o comercial de quienesá ó  

registran deuda con la Municipalidad. 

Por ltimo, sostiene que la jurisprudencia citada por el recurrente noú  

se aplica al  caso puesto que se tratar a de una solicitud de informaci ní ó  

distinta a la planteada en autos. 

Concluye solicitando que se rechace el recurso y que se confirme  lo 

resuelto por el Consejo respecto a los amparos C-4147-2021 y  C-4148-

2021. 

TERCERO:   Que el presente reclamo se basa en lo prevenido en 

el art culo 21 N  2 de la Ley N  20.285 que se ala: í ° ° ñ "Las nicas causales deú  

secreto o reserva en cuya virtud se podr  denegar total o parcialmente elá  

acceso a la informaci n, son las siguientes:ó

2.- Cuando su publicidad,  comunicaci n o conocimiento afecte losó  

derechos de las personas, particularmente trat ndose de su seguridad, suá  
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salud,  la  esfera  de  su  vida privada  o derechos  de  car cter  comercial  oá  

econ mico.ó ”

     Del propio tenor literal de la norma antes se alada, resulta plausibleñ  

colegir en primer t rmino que como norma general,  cualquier interesado,é  

cuya pretensi n no perjudique la seguridad, la salud, la esfera de la vidaó  

privada o los derechos de car cter comercial o econ mico de las personas,á ó  

puede  solicitar  a   los  rganos  de  la  Administraci n  del  Estado,  laó ó  

informaci n  que  requiera  cuando cumpla  los  requisitos  que  establece  eló  

art culo 12 de la Ley de Transparencia que dispone en lo pertinente : í “La 

solicitud de acceso a la informaci n ser  formulada por escrito o por sitiosó á  

electr nicos y deber  contener:ó á

     a) Nombre, apellidos y direcci n del solicitante y de su apoderado, enó  

su caso.

    b) Identificaci n clara de la informaci n que se requiere.ó ó

    c) Firma del solicitante estampada por cualquier medio habilitado.

    d) rgano administrativo al que se dirige.Ó ”

          CUARTO:  Que, si bien se ha dado cumplimiento a los requisitos 

formales  para  haber  accedido  a  la  informaci n  solicitada,  lo  que  debeó  

dilucidarse mediante este arbitrio es si  la causal de reserva a que alude la 

entidad recurrente al rechazar otorgar  la informaci n requerida -llevado enó  

esta  oportunidad  al  mbito  del  amparo  informativo  planteado  ante  elá  

Consejo- y que  tiene su fundamento precisamente en la norma del art culoí  

21  N  2  de  la  Ley  N  20.285,  ya  transcrita,  ° ° puede  afectar  a  aquellos 

deudores  que  ser n  informados  como  tales,   tanto  en  su  capacidad  deá  

operar comercialmente como en lo relativo al reconocimiento de su buen 

nombre o prestigio comercial  y  si  el   municipio de Maip  ,  en  cuantoú  

organismo   estatal,  se  encuentra  efectivamente  obligado  a  cautelar  los 

derechos de dichas personas. Finalmente si la publicidad, comunicaci n oó  

conocimiento de tales datos,  ser an  capaces  de afectar los derechos de lasí  

personas jur dicas involucradas, particularmente, de aquellos que inciden ení  

el derecho al respeto y protecci n a la vida privada y a la honra de laó  

persona y su familia, el derecho al buen nombre o prestigio comercial y los 

derechos de car cter comerciales y econ micos. á ó

        Que, como premisa base debe ser considerado lo dispuesto en el  

inciso 2 ) del art culo 5 )  de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, que° í ° ó í ú  

prescribe: “El ejercicio de  la soberan a reconoce como limitaci n el respetoí ó  
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a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de  

los rganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados poró  

esta Constituci n, as  como por los tratados internacionales ratificados poró í  

Chile y que se encuentren vigentes." 

         A su vez, el art culo 19 N  4 de la referida Carta Fundamentalí °  

asegura a todas las personas “El respeto y protecci n a la vida privada y aó  

la honra de la persona y su familia, y asimismo, la protecci n de sus datosó  

personales…” 

    QUINTO:  Que  a  la  luz  de  los  preceptos  citados  en  el  motivo 

precedente, forzoso es concluir que la Municipalidad  de Maip , en cuantoú  

rgano  del  Estado,  debe  cautelar  los  derechos  fundamentales  de  losó  

ciudadanos, los que se ver an afectados por la divulgaci n solicitada, por loí ó  

que se encuentra legitimada para denegar dicha  informaci n pedida enó  

m rito de aquella norma de excepci n contemplada en el art culo 21 N  2é ó í °  

de la  Ley N  20.285.  Asimismo,  en m rito  del  mismo fundamento,   se° é  

encuentra  habilitada  para  reclamar  de  la  decisi n  del  Consejo  deó  

Transparencia por cuanto precisamente la informaci n ordenada entregaró  

resulta ser id nea para afectar los derechos de las personas involucradas,ó  

particularmente de aquellos que inciden en la esfera privada o derechos de 

car cter comercial o econ mico que pudiera afectar su honra, pues en casoá ó  

contrario irrogar  un perjuicio dif cil de subsanar.á í

SEXTO:  Que  en  relaci n  a  aquella  alegaci n  de  la  requeridaó ó  

consistente en que la cantidad de deudores morosos afecta directamente las 

arcas Municipales, por lo que es procedente efectuar un control ciudadano 

al respecto, debe necesariamente considerarse que es la Contralor a Generalí  

de la Rep blica aquella instituci n encargada de tal acometido, por lo queú ó  

no este planteamiento no permite modificar lo que se ha razonado. 

          SEPTIMO: Que as  ponderadoí ,  ha de entenderse que se ha 

configurado la causal de reserva contemplada en el art culo 21 N  2 de laí °  

Ley N  20.285, por lo que el recurso ser  acogido.° á

        Y visto, adem s, lo dispuesto en el art culo 30 de la Ley 20.285, á í se 

acoge el reclamo de ilegalidad interpuesto por la Ilustre Municipalidad  de 

Maip ,  representada  legalmente  por  don  ú Carlos  Anabal n  Dolhatzó  , 

declar ndose que se deja sin efecto la Decisi n de Amparo á ó N  C-4147-21 yº  

C-4148-2021 de fecha  21 de septiembre de 2021  del Consejo Directivo del 

Consejo para la Transparencia, deneg ndose en consecuencia, la entrega deá  

la informaci n requerida.ó
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       Acordada con el voto en contra del ministro se or Mera, quien estuvoñ  

por rechazar el reclamo de ilegalidad deducido por la Municipalidad de 

Maip . Tuvo presente para ello:ú

I.-  Que como ha  quedado claro,  lo  solicitado por el  se or  Felipeñ  

Contreras Reyes a la Municipalidad reclamante fue una lista de personas 

jur dicasí  que sean deudoras morosas de dicho municipio, adem s de laá  

consignaci n  de  otros  datos  relativos  a  dichos  deudores,  lo  que  le  fueó  

negado por la entidad municipal. Deducidos Amparos por Denegaci n deó  

Acceso a la Informaci n por el se or Contreras Reyes, el Consejo para laó ñ  

Transparencia en Decisiones de Amparos roles C4147-21 y C4148-21, los 

acogi  y dispuso que la Municipalidad de Maip  entregue al reclamanteó ú “  

copia de los documentos que contengan la lista de deudores municipales 

morosos correspondientes al per odo entre el 1 de enero de 2017, hasta laí  

fecha de ingreso de la  solicitud,  en formato Excel,  con las  variables  de 

nombre de la persona jur dicaí  en situaci n de mora, RUT de la personaó  

jur dica,  monto adeudado (en peso chileno),  tem o causal  de la  deuda,í í  

c digo o n mero de contrato (cuando corresponda), fecha de adquisici n deó ú ó  

la deuda y fecha de prescripci n de la deuda .ó ”

II.- Que la reclamante ha invocado como causal de secreto o reserva 

aquella del N  2 del art culo 21 de la Ley de Transparencia, a saber, ° í “Las 

nicas causales de secreto o reserva en cuya virtud se podr  denegar total oú á  

parcialmente el acceso a la informaci n, son las siguientes:ó  2.-  Cuando su 

publicidad,  comunicaci n  o  conocimiento  afecte  los  derechos  de  lasó  

personas, particularmente trat ndose de su seguridad, su salud, la esfera deá  

su vida privada o derechos de car cter comercial o econ mico , agregandoá ó ”  

el  municipio  que,  adem s,  se  vulneran  los  datos  de  car cter  personalá á  

protegidos por la ley 19.628.

III.- Que sobre el particular es til recordar que la informaci n seú ó  

pide  s lo  respecto  de  personas  jur dicas,  entes  que  no  se  encuentranó í  

cubiertos por la protecci n que entrega la citada ley 19.628, seg n se haó ú  

sostenido reiteradamente por los tribunales superiores de justicia.

IV.- Que en lo que hace a los datos de orden comercial o econ micoó  

a que se refiere el N  2 del art culo 21 de la Ley de Transparencia, el° í  

municipio reclamante no ha consignado de qu  manera se ver an afectadasé í  

las personas jur dicas que sean deudoras morosas de la Municipalidad deí  

Maip  con la revelaci n de la informaci n que el se or Contreras Reyesú ó ó ñ  

pretende, afirmando dicho municipio, equivocada y gen ricamente, que é “…
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ac  se est n vulnerando Derechos Fundamentales de una cantidad enormeá á  

de  ciudadanos  (con la entrega de la informaci n), olvidando que el…” ó  

inciso primero del art culo 13 de la Constituci n Pol tica de la Rep blicaí ó í ú  

consigna que “Son ciudadanos los chilenos que hayan cumplido dieciocho 

a os de edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva , esto es,ñ ”  

s lo pueden ser tales  las  personas naturales  de nacionalidad chilena queó  

cumplan las  dos  exigencias  que indica la  norma,  y  en la  especie se ha 

pedido el listado de deudores morosos de la Municipalidad de Maip  queú  

tengan la calidad de personas jur dicas,  de modo que es  imposible que,í  

como dice el municipio reclamante, se pueda ver afectado una cantidad“  

enorme  de  ciudadanos :  ni  un  solo  ciudadano  ver  menoscabados  sus” á  

derechos con la revelaci n de la informaci n solicitada.ó ó

V.-  Que,  como  se  dijo,  adem s  de  errada,  la  afirmaci n  de  laá ó  

Municipalidad de Maip  adolece de vaguedad, pues carece de contenido alú  

indicar, sin m s, que los aludidos derechos de los ciudadanos  se ver aná “ ” í  

afectados, sin especificar de qu  manera ello suceder a con la revelaci n deé í ó  

la informaci n, lo que resulta indispensable para determinar, en cada caso,ó  

la concurrencia de la causal de secreto o reserva.

Reg strese,  comun quese y arch vese.í í í

Redacci n  de  la  Ministra  suplente  se ora  D az-Mu oz  yó ñ í ñ  

de la dis idencia,  su autor.  

Civi l  ( I legalidad)  N  512-2021°

Pronunciada  por  la  Tercera  Sala  de  esta  Il tma.  Corte  de  

Apelac iones  de  Santiago,  presidida  por  el   Ministro   se or  Juanñ  

Crist bal Mera Mu oz conformada por la Ministra suplente se ora Andreaó ñ ñ  

D az-Mu oz  Bagolini  y  la  Abogada  Integrante  se ora  Paola  Herreraí ñ ñ  
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Pronunciado por la Tercera Sala de la C.A. de Santiago integrada por Ministro Juan Cristobal Mera M., Ministra

Suplente Andrea Diaz-Muñoz B. y Abogada Integrante Paola Herrera F. Santiago, veinticuatro de febrero de dos mil

veintidós.

En Santiago, a veinticuatro de febrero de dos mil veintidós, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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